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Se ocupa la Sala de desatar el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de los internos JUAN PABLO GARCÍA TABARES y JOSÉ ALEXÁNDER RAMÍREZ CARDONA, contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira por medio del cual les negó el descuento de la décima (1/10) parte de la pena impuesta, contemplado en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005.

1.- PROVIDENCIA 

Entro el señor Juez de instancia a verificar el cumplimiento de los requisitos exigidos en la referida codificación, de la siguiente manera:

Los fallos que soportaban ambos procesados habían quedado ejecutoriados antes de la entrada en vigencia de la Ley 975 de 2005, por tanto, tal exigencia era superada. Las actas expedidas por el Consejo de Disciplina del Centro Carcelario, señalaban que los señores JUAN PABLO GARCÍA TABARES y JOSÉ ALEXÁNDER RAMÍREZ CARDONA habían tenido una conducta calificada como buena y ejemplar, por ende, tal requisito estaba satisfecho. Por demás, se habían acogido a sentencia anticipada, con lo cual se verificaba lo atinente con la colaboración con la justicia.

Empero, no ocurría lo mismo en lo concerniente con las acciones de reparación a las víctimas, dado que al revisarse cuidadosamente la actuación, no aparecía constancia de haber sido las víctimas señaladas en las sentencias, debidamente resarcidas por los perjuicios cometidos.

Así las cosas, al no darse el lleno total de los requisitos exigidos, era imperativo despachar desfavorablemente la solicitud elevada.

2.- RECURSO 

En su escrito pertinente, el togado se aparta de la motivación de la providencia en lo que hacía relación con la reparación a la víctima, puesto que los presupuestos para ello, no sólo debían entenderse en los términos de los artículos 8 y 42 a 49 de la Ley  975 de 2005, que suponen la voluntad de resarcir a las víctimas y también la disposición de contribuir a la reconciliación nacional, sino que la valoración judicial necesariamente debe vincularse con la capacidad económica del condenado. Acudió a lo expuesto en la sentencia C-823 de 2005, mediante la cual la Corte condicionó la exequibilidad de la expresión “y de la reparación de la víctima” contenida en el primer inciso del artículo 64 del Código Penal, en el entendido que en caso de demostrarse la insolvencia del condenado,  ante el Juez de Ejecución de Penas, previa la posibilidad de contradicción de la víctima y del Ministerio Público, el no pago previo de la reparación a la víctima, no impediría la concesión excepcional de la libertad condicional.

Se refiere enseguida a que la Ley 975 no exige que la reparación a la víctima tenga que ser necesariamente de índole económico, pues su artículo 45 posibilita que la misma se haga por cualquiera de las conductas allí mencionadas, cuando quiera que se exista la imposibilidad económica de resarcir los daños. De otro lado, se vulneraría el derecho a la igualdad si no se diese aplicación al artículo 45 en lo que hacía con los delitos comunes, pero en cambio, si se aceptara para beneficiar a quienes hicieron parte de un grupo paramilitar o guerrillero.

Solicitó la revocatoria de la decisión apelada, para que en su lugar, se concediera la rebaja punitiva pedida. 

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Por tener competencia para decidir, por los factores territorial y  funcional, procede la Sala a encarar el estudio del expediente y del auto interlocutorio impugnado. 

Dígase ab initio que razón le asiste al abogado impugnante, cuando afirma que la incapacidad económica que impide resarcir los perjuicios ocasionados a las víctimas, no puede ser factor a tener en cuenta para la negación del descuento punitivo contemplado en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005.

Para ello, valga decir que a fines del año inmediatamente anterior, el Gobierno Nacional en ejercicio de las facultades conferidas en el artículo 189.11
 de la Constitución y la propia Ley 975 de 2005, expidió el decreto 4760 (Diciembre 30 de 2005), por medio del cual se reglamentó parcialmente la susodicha ley. Tal normativa, en su artículo 27, hace referencia concreta a la rebaja de penas contemplada en el artículo 70 de la ley reglamentada y en cuanto al tema que ahora nos ocupa en su numeral 5º precisó lo relacionado con el resarcimiento a las víctimas de la siguiente manera:

5. La realización de actos de reparación de las víctimas, siempre y cuando hayan sido individualizadas en el respectivo proceso.
No se podrá negar la rebaja al interno que carezca de capacidad económica. En tal caso, la reparación de las víctimas se realizará con medidas simbólicas de satisfacción tendientes a restablecer la dignidad de la víctima, difundir la verdad sobre lo sucedido o con garantías de no repetición.
Así las cosas, es evidente que los procesados no han ejercido una actividad positiva encaminada a satisfacer a quienes en las sentencias que pesan contra ellos, fueron debidamente identificados como víctimas de sus actividades ilícitas. Ello ocurre, a pesar del amplio margen existente para ello, no solo ahora con la expedición del decreto aludido, sino desde el mismo momento de solicitar el beneficio, dado que ninguna de las posibilidades que acertadamente presenta el profesional que vela por sus intereses y que ya estaban contempladas en el artículo 45 de la referenciada ley, fue acogida en su momento por los sentenciados.

Como este es un accionar que debe brotar desde los propios reclusos, concluye la Sala, que hasta tanto se verifique una manifestación externa por parte de los señores JUAN PABLO GARCÍA TABARES y JOSÉ ALEXÁNDER RAMÍREZ CARDONA, encaminada a satisfacer a sus víctimas, no podrán ser elegibles para la concesión de la rebaja punitiva pedida.

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA por las razones aquí planteadas, el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, que fue objeto de impugnación.

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                     
         VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
� ARTICULO 189. Corresponde al Presidente de la República como Jefe de Estado, Jefe del Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa:. 11. Ejercer la potestad reglamentaria, mediante la expedición de los decretos, resoluciones y órdenes necesarios para la cumplida ejecución de las leyes. 
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